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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Javier Salsamendi. 


MIEMBROS: Señores Representantes Beatriz Argimón, Gustavo Bernini, Gustavo Borsari Brenna, 
Javier Cha, Luis Alberto Lacalle Pou, Alvaro F. Lorenzo, Jorge Orrico y Edgardo Ortuño. 


SEÑOR PRESIDENTE (Salsamendi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


En función de lo que prescribe el artículo pertinente del Reglamento, corresponde archivar una serie de 
proyectos. Los señores Diputados disponen de la lista de asuntos que se archivarían, de la que 
exceptuaríamos el proyecto relativo a "Promociones de consumo de productos y servicios". No sé si hay 
alguna otra iniciativa que consideren que no debería ser archivada. 


SEÑOR LACALLE POU.- Creo que no tendríamos que archivar los proyectos relativos a "Omisión de 
los deberes inherentes a la patria potestad" y a "Delitos vinculados con estupefacientes". 


(Diálogos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- No es que queramos archivarlos; lo que ocurre es que ya tienen tres años. 


SEÑOR LACALLE POU.- Entonces, deberíamos tener una actitud proactiva para que no se 
archivaran... 


(Diálogos) 


SEÑOR ORRICO.- En lo que respecta al proyecto sobre delitos vinculados con estupefacientes, 
adelanto que estoy de acuerdo con la figura del colaborador, aun considerando todos los debates éticos 
y morales que el asunto involucra. La verdad es que es una forma de lucha contra el crimen 
organizado que ha funcionado muy bien en países con mafia dura, como el caso de Italia. Si los 


italianos no hubieran contado con esta y otras armas para realizar la operación "mani pulite", no 
hubieran podido hacer nada, y así y todo, eso le costó la vida a mucha gente. 


El problema es que esto se podrá dejar en carpeta, pero tenemos muy pocas sesiones por delante. Entonces, 
antes que determinar si un asunto va a archivarse o no y siempre puede pedirse el desarchivo, debería 
determinarse qué vamos a tratar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En función de lo que se ha planteado, me parece que lo más práctico sería 
que, por el momento, no archiváramos los proyectos relativos a "Omisión de los deberes inherentes a la 
patria potestad. (Modificación del artículo 279 del Código Penal)", "Promociones de consumo de 
productos y servicios. (Regulación)" y "Delitos vinculados con estupefacientes. (Reducción de pena 
para quienes esté incurso en cualquier delito y aporte información para combatir los mismos)". Luego 
veremos qué rumbo sigue la discusión de estos proyectos. 


SEÑOR LORENZO.- ¿Qué pasa con el proyecto relativo al Hospital Escuela? ¿Lo pasamos por alto? 
(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el proyecto relativo a: "Día del Funcionario del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social". Se trata de una propuesta de ese Ministerio para establecer 
el 31 de octubre de cada año como Día del Funcionario de esa Cartera, en virtud de que esa fue la 
fecha en la que se constituyó el gremio de trabajadores de ese Ministerio. 


En función del carácter no laborable del día, visto que habría algunas objeciones y, como la intención no es 
generar un debate, propongo incluirlo en el orden del día para que los señores Diputados puedan analizarlo. 


Además, hace un tiempo aprobamos un proyecto que refiere a la determinación del 15 de setiembre de cada 
año como Día Internacional de la Democracia y habíamos designado al señor Diputado Cánepa como 
miembro informante. Pero, por las razones que todos conocemos, el señor Diputado Cánepa no se encuentra 
más ejerciendo esta función y no podrá presentar el informe. Por lo tanto, propongo que en la próxima sesión 
designemos un nuevo miembro informante. 


Luego del pedido del señor Diputado Orrico, ingresaremos al estudio del tema que figura en el orden del día 
que refiere a la adopción. 


SEÑOR ORRICO.- El miércoles pasado esta Comisión aprobó el proyecto de ley general de Derecho 
Internacional Privado. En esa oportunidad manifesté, y lo reitero para que figure en la versión 
taquigráfica, que había algunos operadores del sistema que no estaban de acuerdo con el proyecto tal 
como estaba redactado, sobre todo abogados y entidades que actuaban en materia de seguros 
marítimos, transporte marítimo y en todo lo que refiere a derecho comercial internacional. En 
entrevistas privadas que mantuvieron conmigo, ellos sostuvieron que el proyecto así como estaba se 
refería solo a la materia civil y dejaba vacios muy grandes en materia comercial, sobre todo en las 
áreas que mencioné. 


A su vez, tenemos un pedido de audiencia del Centro de Navegación justamente, una de las entidades con las 
que hablé sobre este tema y de la Asociación de Escribanos del Uruguay, ya que plantean objeciones. 


Naturalmente, el hecho de que el proyecto esté aprobado en Comisión no significa nada hasta que no pase al 
pleno de la Cámara. Pero, yo quiero advertir una cosa. La parte final del Código Civil tiene su origen en los 
Tratados de Montevideo de 1889 y, luego, en los de 1940. En realidad, quienes hicieron la parte final del 
Código Civil fueron, desde el punto de vista jurídico, unos genios, a tal punto que eso funcionó durante 
setenta años y no conozco que haya dado grandísimos problemas, por lo menos en las materias que allí se 
tratan, aunque hay cambios que nadie puede negar. 


De manera que, antes de pasar al pleno este proyecto, solicito que se atienda a esta gente porque me parece 
que cuando hay objeciones de operadores de un sistema que se va a ver modificado no digo que haya que 
darles la razón porque los que legislamos somos nosotros; eso está fuera de discusión tenemos que darles la 


oportunidad de que vengan a exponer sus opiniones. Capaz que después decidimos dejar todo como está, 
pero hay que escucharlos antes de que el proyecto sea enviado al plenario. 


De manera que mi propuesta es que se reciba al Centro de Navegación y a la Asociación de Escribanos del 
Uruguay. Tengo entendido que se ha consultado a la Cátedra de Derecho Comercial. También sé que la actual 
integración de la Cátedra de Derecho Internacional Privado no tiene unanimidad con respecto a este proyecto. 


Por lo tanto, que la Comisión decida cómo vamos a actuar, pero lo menos que podemos hacer es recibir a la 
gente que nos pide audiencia, lo que se hace siempre cuando se consideran proyectos de todo tipo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todos tienen los informes que hemos recibido a los efectos de que puedan ser 
leídos. Como dijo el señor Diputado Orrico, buscaremos otro día que no sea el de funcionamiento 
normal de la Comisión para recibirlos, a fin de no apartarnos del trabajo habitual. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Estoy de acuerdo con el señor Diputado Orrico. Creo que es menester 
recibir a las asociaciones que han pedido audiencia. He leído la opinión de alguna de ellas aconsejo 
hacerlo a quien no lo haya hecho y me di cuenta de que algunas de las normas requieren modificación. 
No digo que el contexto general del proyecto no sea bueno lo es, pero debemos tener cuidado al legislar 
en asuntos tan importantes, como el orden público, de ser lo más precisos posible. Por lo tanto, apoyo 
la iniciativa del señor Diputado Orrico. 


SEÑOR ORRICO.- Voy a dar un solo ejemplo. Según los escribanos así me lo han manifestado, en el 
Uruguay no es admisible un testamento de puño y letra, y así como está redactado este proyecto sería 
admisible un testamento como el que dicen que hizo Gardel. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todo eso está contenido en el informe. 


SEÑOR LORENZO.- Estoy de acuerdo con que se reciban todos los planteos, pero quiero advertir que 
de eso se trata el Derecho Internacional Privado: de compatibilizar regímenes jurídicos que en ciertos 
lugares admiten formas que aquí no. Hay que tener cuidado en esta Comisión de no ser receptivos a 
planteos de intereses Muy particulares insisto: 'muy particulares", con mayúscula, subrayado y con 
negrita y se desarme un trabajo que se dio en un ámbito académico, coordinado y recontramasticado 
disculpen la expresión durante varios años, porque este trabajo empezó en el Gobierno anterior y se 
volvió a plantear. 


En la medida en que fui designado miembro informante, me estuve poniendo al tanto de cuál fue el proceso. 
Me consta que se han atendido algunos planteos, pero todo no se puede. Por ejemplo, la Asociación de 
Escribanos del Uruguay está absolutamente en contra de que la sucesión se procese en una sola jurisdicción, 
y es razonable desde el punto de vista del negocio. Eso hubiera implicado que muchas sucesiones se 
tramitaran en jurisdicción argentina, con jurisdicción única, y entonces nos "perdiéramos" entre comillas el 
negocio de las sucesiones locales. Imaginen lo que podría pasar en Punta del Este con algunos inmuebles y 
valores. 


Hay que tener cuidado. Habría que tratar de que quienes intervinieran en la formulación de estos proyectos 
tuvieran una visión equilibrada y atendieran las situaciones. De hecho, este proyecto en particular mantiene el 
sistema que habilita la existencia de sucesiones múltiples, atendiendo a ese tipo de situaciones. Pero todo no 
se puede. 


Con relación al transporte tomé note y en la sesión pasada se hizo referencia al planteo del señor Diputado 
Orrico, está excluido de manera explícita y rigen los principios generales establecidos contractualmente en 
este proyecto. Eso está hecho con la intención de no entrar en un campo de disputa doctrinaria, porque hoy 
hay disputas importantes y millonarias. Los señores Diputados saben que he estado vinculado durante quince 
años al sector marítimo portuario. De hecho, mis inicios en ese sector fueron en el Centro de Navegación. 
Ahí hay discusiones muy profundas y me consta que en este proyecto no se están considerando como, por 
ejemplo, la validez de las cláusulas de conocimiento de embarque, donde hay una industria del juicio 
cuestionando ese tipo de cosas. Entonces, hay dos escuderías: la de las compañías aseguradores que pagan y 
después repiten contra las navieras o armadoras, y la de las navieras. Uruguay está fuera del mundo en ese 


sentido porque hay una jurisprudencia basada en una muy formada y sólida doctrina que desconoce las 
cláusulas preimpresas en el conocimiento de embarque. 


Repito que estoy de acuerdo con recibir los planteos. De hecho, la vez pasada quedamos en que yo no iba a 
elaborar el informe a la espera de esos planteos. Pero también queremos dar una señal de que estamos yendo 
para adelante, porque si estos temas se abren generan un conjunto de cuestionamientos enorme. Además, el 
Derecho Internacional Privado contiene absolutamente todas las materias, inclusive algunas que no son 
privadas sino públicas como el Derecho Penal. 


Por último, quiero decir que la legislación actual que tiene Uruguay no es apropiada. Es antigua y no 
considera algunas regulaciones nuevas que han surgido en otros ámbitos de tipo internacional como las 
Convenciones Internacionales, las CIDIP. Creo que esta actualización es necesaria. Otro tema es si uno está 
de acuerdo o no con la regulación concreta. Quería dejar planteada esta salvedad. 


A todos les consta que tengo un vínculo familiar con una persona que participó en la última etapa. De hecho, 
formuló muchas críticas al planteo original y fue por eso que se volvió a abrir la discusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reafirmamos lo que resolvimos el miércoles pasado. Si bien aprobamos el 
proyecto, quedamos de recibir por escrito distintas opiniones. Así lo ha hecho la Asociación de 
Escribanos del Uruguay. La Asociación Uruguaya de Empresas de Aseguradoras también envió su 
opinión y estamos a la espera de otros aportes. Obviamente, las señoras y los señores legisladores se 
tomarán el tiempo que estimen necesario para leer esa información sobre una materia que es delicada 
y compleja y luego retomaremos el debate, incluyendo, si fuere necesario, la presencia nuevamente en 
Comisión de los redactores, en función de los cuestionamientos que se hagan al proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto que figura en primer término del orden del 
día: "Código de la Niñez y la Adolescencia. Se modifican disposiciones relativas a adopción". 


En la sesión pasada se había repartido una propuesta que habíamos realizado desde la Presidencia de la 
Comisión, a los efectos de su análisis, que incorporaba parte de la propuesta formulada por el señor Diputado 
Orrico. 


SEÑOR ORRICO.- Al hacer una propuesta referente al artículo 133 del Código pretendí solucionar 
algo que, estudiando más a fondo aunque lo sentí de entrada, considero que es una absoluta 
inconstitucionalidad tal como está redactado, en la medida en que no respeta el principio de separación 
de Poderes y hace que una sentencia caiga en manos de un órgano administrativo. Esto no lo voy a 
compartir ni lo voy a votar así como está. Me refiero al artículo 3” del proyecto de ley, que modifica el 
artículo 133 del Código de la Niñez y la Adolescencia, cuyo "nomen juris" es "Integración familiar de 
niños, niñas o adolescentes en tenencia o guarda con fines de adopción". Dice lo siguiente: "Cuando se 
entendiere por la Sede que corresponde la inserción del niño o niña en una familia con fines de 
adopción, deberá encomendarse la selección de la familia adoptiva al Instituto del Niño y Adolescente 
del Uruguay". 


del Juez porque es Quiere decir que la sentencia tendría como contenido decir que "corresponde la inserción 
del niño" a una familia absolutamente indeterminada, y la selección de la familia la haría el Instituto del Niño 
y Adolescente del Uruguay. Para empezar, considero que eso es inconstitucional. Pero no importa demasiado 
lo que diga yo; importa que ya esté planteado. Y si ya está planteado, va a haber problemas, porque alguno se 
va a basar en esto para pedir la declaración de inconstitucionalidad. Entonces, vamos a tener un problema, 
independientemente de lo que opine el Diputado Orrico. Yo sí opino que es inconstitucional, pero me parece 
que este no es el tema más grave. Lo más grave es que hay una sentencia eso que dice "corresponde la 
inserción del niño en una familia". Es todo lo que dice. Entonces, alguien puede apelar. De esa forma, 
tenemos entre seis meses y un año de apelación. Mientras tanto, el INAU no puede hacer nada, porque 
todavía no se sabe cuál es la situación que ameritaría después la selección de la familia. Entonces, después de 
que se resuelva la apelación hay que decir al INAU que puede seleccionar a la familia. Cuando el INAU lo 
haga puede haber un recurso administrativo, porque lo que hace el INAU no es una sentencia sino un recurso 
administrativo. Yo pretendí solucionar eso diciendo: "Al dictar su fallo seleccionando la familia adoptiva, el 
Juez de la causa bajo su más severa responsabilidad funcional deberá tener en cuenta el informe elaborado 


por el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay, y solamente podrá apartarse de él por motivos fundados 
explicitados en la sentencia.- Toda forma de selección de familia adoptante que no cumpla con lo dispuesto 
en el inciso anterior será nula". 


Vale decir: el informe del INAU, que debe ser previo al dictado de la sentencia, no es recurrible. Ese informe 
del INAU debe ser tenido en cuenta por el Juez, y la única manera en que puede no tenerlo en cuenta es si lo 
hace fundadamente, pero explicitando, porque a veces se dice "por razones de interés general", y ahí se pone 
cualquier cosa. En este caso debe ser explicitado. 


El proyecto que presenta el Presidente de la Comisión, que intenta ir por el mismo camino, establece algo que 
yo no estoy dispuesto a aprobar. Dice más o menos lo mismo en cuanto a la más seria responsabilidad del 
Juez y que, además, para apartarse deberá hacerlo bajo razones fundadas, pero después dice cuáles son esas 
razones fundadas. Y ahí viene un asunto con el cual discrepo radicalmente. Dice: "El Tribunal solo podrá 
apartarse de la sugerencia contenida en el informe elevado por el equipo técnico de INAU cuando posea 
pruebas de que una o ambas personas sugeridas se encuentren acusadas" una simple acusación crea una 
"capitis diminutio" por la cual no puedo adoptar "ante un Juzgado de la República por violación a los 
preceptos de una ley de naturaleza penal, procesadas" debo recordar acá que, más allá de lo medieval que es 
el proceso penal uruguayo, el procesado es una persona que tiene una presunción de inocencia "o cumpliendo 
una pena (...)". Vuelvo a repetir que no creo en las "capitis diminutio" ni en las dobles imposiciones. Aquí 
hay una "capitis diminutio" que es muy complicada. Así que alguien que está condenado, pero libre, ¿no 
puede adoptar? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No dice que no pueda adoptar. 


SEÑOR ORRICO.- Me parece que estamos ante una posición proadministración que no comparto, 
porque tengo reservas muy severas en cuanto a la Administración en general. Tengo treinta años de 
abogado y me he reventado mucho más contra la Administración en general que en otros lugares. Por 
lo tanto, tengo mis serias reservas, porque después de todo el personaje de Gasalla de la funcionaria 
pública no es un gran invento. Lamentablemente, es fruto de la realidad. 


No estoy de acuerdo con decir a un Juez que no puede apartarse de esta resolución. Además, quien se sienta 
afectado por eso puede hacer una apelación y un tribunal resolverá en forma más o menos rápida para lo que 
son estos tiempos. No comparto que la única misión del Juez sea dar el úcase a lo que diga el INAU. Me 
parece que es una solución razonable cuando se dice "bajo su más seria responsabilidad funcional". Todos 
sabemos que los Jueces responden adecuadamente a la responsabilidad funcional, porque eso quiere decir 
que pueden ser sancionados y, en consecuencia, me parece que todo lo demás es entrar en una materia 
complicada. ¿Qué pasaría si el Juez después se entera de que en realidad el individuo al cual le dio la 
adopción está procesado? Además, se da el absurdo de que tal vez el Juez diga: "Este no, porque está 
procesado". Entonces, ¿qué hacemos? Cuando un individuo adoptó y a los dos días lo procesan por algo, 
¿qué hacemos? ¿Le sacamos al niño o niña? Me parece que se crean soluciones que escapan a lo que debería 
ser una interpretación armónica de este tipo de cosas. 


Por ahora, es cuanto tengo para decir. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Advierto que el centro del debate está puesto tanto por algunos ricos aportes 
proporcionados a la Comisión desde fuera, como por parte de nuestros compañeros en si la autoridad 
técnica, específica y administrativa tiene idoneidad para hacer aquello para lo que tiene competencia 
por ley. En verdad, se trata de un cuestionamiento al organismo del Estado que, por ley, tiene las 
atribuciones relacionadas con la adopción, con la legitimación adoptiva y con todo lo que estamos 
abordando. Entonces, me parece que debemos destrabar la discusión por ese lado. En realidad, lo que 
estamos cuestionando es la decisión de un organismo técnico del Estado y no otra cosa: pienso que ese 
es el principio y el fin de la historia. 


Considero que hay dos instancias totalmente diferentes: por un lado, está la decisión que toma ese organismo 
técnico, que es definitiva. A raíz de ella se desencadenan una serie de derechos nuevos que tienen que ver con 
los apellidos, con los derechos hereditarios, etcétera, y pasan por la órbita judicial. De lo contario, ¿para que 
tenemos como Estado un organismo técnico que garantiza todo un proceso de selección, de trabajo con las 


parejas, de estudio del niño, de la niña y de los futuros papás, a los efectos de que esos chicos no vayan a 
sufrir otro fracaso, otro abandono? 


De manera que este no es un debate jurídico: la discusión se centra en el cuestionamiento del organismo 
técnico que nos hemos dado como Estado. De hecho, me parece que desde hace tiempo que este es el centro 
del debate; lo que pasa es que ahora ello queda un poco más a la luz. 


En definitiva, si se quiere dar ese debate, yo estoy dispuesta a ello, pero desde ya les digo cuál es mi 
conclusión. Si como Estado nos dimos un organismo que rige las políticas de infancia del país; si contamos 
con un organismo específico, técnico, como ningún otro, que hace un estudio serio se podrá hablar de plazos, 
de no plazos, pero es incuestionable la labor técnica que desarrolla y no hay otro que lo haga de esa manera, 
pienso que es increíble que cuando las cosas funcionan bien en términos técnicos, las estemos cuestionando. 
Esto es desde el punto de vista del organismo que existe; pero además, que tiene las atribuciones por ley. No 
tenemos, como Estado, otro organismo técnico en la materia. ¿Qué pasa con esa decisión? ¿Que es 
administrativa? ¡Por supuesto! Pero a raíz de ella, se desencadenan una cantidad de derechos que pasan a la 
órbita judicial: eso es lo que determina el Juez. Cuando el Juez en su sentencia asume la decisión de consultar 
un perito muchas veces, además, como urgencia, no lo cuestionamos. 


(Interrupciones.- Diálogos) — ¡Pero esto forma parte de la decisión del Juez! 

(Interrupciones) 

— ¿Cómo que no? Cuando el Juez está de acuerdo con el perito, eso forma parte de la sentencia. 
(Diálogos) 


—Vuelvo a decir que el Estado se ha dado un organismo técnico. Y acá estamos cuestionando a ese 
organismo del Estado: ese es el centro de este debate. 


Quería poner este tema en la Mesa, porque me parece que por ahí pasa la decisión que debemos adoptar. 


SEÑOR ORTUÑO.- En primer lugar, quiero dejar la constancia de que comparto en un ciento por 
ciento lo que acaba de señalar la señora Diputada Argimón. Creo que el centro del debate ha estado 
subyacente y me parece bien que se explicite. 


Pienso que la solución planteada por el Senado de la República, impulsada por la bancada del Frente Amplio 
en esa rama parlamentaria que recogió apoyos de otros partidos, así como por el INAU, es adecuada. 
Considero que no desconoce para nada las competencias del Poder Judicial y que mucho menos subvierte la 
separación de Poderes. Entiendo que establece claramente una división de tareas que asume las riquezas que 
tiene el Estado y los niveles de especialización que el propio Estado ha establecido a través de su normativa, 
especializando a una institución como el INAU para hacer lo que se determina con relación a las adopciones 
y a la preservación de los derechos de los niños, de las niñas y de los adolescentes. 


En segundo término, pienso que el proyecto es bueno; yo estaba dispuesto a votarlo tal como venía del 
Senado particularmente en este punto, pero debo reconocer que ha sido muy buena la tarea que ha realizado 
el Presidente de la Comisión, tratando de contemplar las observaciones planteadas en la materia, no solo por 
parte de integrantes de la Comisión incluyendo a quienes han hecho propuestas, sino también de operadores 
del sistema que se han presentado en este ámbito planteando dudas sobre este particular. De manera que el 
buen aporte que ha hecho el Presidente de la Comisión, Diputado Salsamendi quien, además, es un 
especialista del derecho en esta materia nos coloca en una mejor formulación jurídica para resolver esto. 
Insisto que en lo personal creo que venía bien resuelto, pero las objeciones que se han hecho proporcionan 
mayores garantías en el sentido de que la separación de tareas y el reconocimiento a las potestades del Juez y 
del INAU están absolutamente contemplados. 


En tercer término, un eje efectivamente está en cuáles son las potestades del INAU, en reconocer lo que se 
viene haciendo bien, en fortalecer un mandato y un área de especialización y competencias para en esa 
dirección evitar cosas que se hacían mal en el país. Y yo creo que "zapatero a sus zapatos": así como respeto 
y defiendo a capa y espada la independencia de Poderes y en particular del Poder Judicial, creo que a veces 


hay experiencias al respecto en ese propio Poder, con relación al tema de las adopciones, se ha obrado sin 
contar con todos los elementos técnicos y sin tomar los recaudos correspondientes. Eso debe superarse; no 
estoy generalizando: no digo que esa haya sido la norma en todos los casos, pero conozco situaciones 
resueltas sin la intervención de equipos técnicos como los que, afortunadamente, están a disposición del 
INAU, lo que ha determinado la entrega de niños en adopción a familias que no estaban preparadas ni tenían 
condiciones para ello. Entonces, además de las competencias y de las especializaciones de los ámbitos del 
Estado, lo fundamental que debemos preservar y atender cuando consideramos un proyecto de esta naturaleza 
tiene que ver con los derechos del niño, de la niña o el adolescente involucrado. 


(Interrupción del señor Representante Borsari Brenna) 


—Así como comparto con la señora Diputada Argimón que uno de los centros de la discusión pasa por las 
competencias y atribuciones del INAU en este tema, quiero llamar la atención de la Comisión en cuanto a 
que para mí el centro principal de nuestra atención tiene que ser la salvaguarda del derecho de los niños, de 
las niñas y de los adolescentes, estableciendo los mecanismos que aseguren que esos niños van a estar en las 
mejores familias para el desarrollo de su vida futura. Eso es lo fundamental; y, más allá de que se puedan 
adoptar adultos, yo estoy pensando en los niños, en las niñas y en los adolescentes, porque creo que es lo que 
debemos priorizar: más que las disputas sobre competencias institucionales, debemos asegurar la mayor 
cantidad de mecanismos que salvaguarden que la adopción tenga como consecuencia que los niños y niñas 
involucrados sean recibidos por la mejor familia. Esto lleva al establecimiento de mecanismos en los que se 
tenga en cuenta la especialización de los equipos que trabajan en estos temas que hacen los estudios previos, 
que trabajan con quienes solicitan ser considerados para adoptar un niño, una niña o un adolescente, para 
lograr la atención y las condiciones que aseguren el bienestar del menor que se va a integrar a una familia. 
Esto es lo que a mí me importa y creo que el proyecto va en la dirección adecuada en este sentido. 


Finalmente, creo que ha hecho bien la bancada del Frente Amplio al querer resolver este tema en el día de 
hoy para avanzar en este sentido, porque este proyecto que está a consideración hace bastante tiempo, cuando 
sea sancionado y se convierta en ley, va a permitir avanzar en un tema muy sensible, que afecta a una parte 
importante de la población. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Quiero hacerle una pregunta al señor Diputado Ortuño, que estaba 
haciendo tan interesante exposición: quisiera saber cuál es la casuística que maneja respecto de las 
malas asignaciones de niños a familias. Si se alude genéricamente a este tema, me gustaría conocer 
cuáles son las malas elecciones que se han hecho respecto de adopciones realizadas en el actual sistema. 


SEÑOR ORTUÑO.- Creo que todos los que estamos aquí tenemos la suficiente responsabilidad como 
para hacer alusiones a hechos de la realidad, haciéndonos cargo de ello. Me hago cargo de decir que 
por los mecanismos actuales, que por suerte modifica este proyecto de ley, se ha procedido a 
regularizaciones de adopciones, a la incorporación de niños a familias inclusive no constituidas que, a 
mi modo de ver, no reúnen las condiciones para garantizar el mejor desarrollo de los niños. 
Obviamente, aquí no vamos a hacer un estudio de casuística que involucre la vida privada de las 
personas, pero estoy convencido de que esto es así y de que debe ser superado. También estoy 
convencido de que esas situaciones se han originado en resoluciones -por decirlo de una forma 
elegante- apresuradas de algunos Jueces a la hora de disponer adopciones. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Yo creo que este es un tema muy sensible y que en la casuística está, por 
ejemplo, un tema no menor. La preparación de las familias no es porque sí y no es solamente para 
garantizar el episodio puntual del inicio de la adopción, es decir, del inicio del vínculo. Pasa por una 
preparación que tiene que ver, entre otras cosas, con la aceptación del niño hacia los padres, pero 
además con ir asumiendo determinadas realidades que en el transcurso de los sucesivos años en la 
adopción se dan. Por ejemplo, ¿en qué momento le digo al niño, o a la niña, que es adoptado? Esto es 
algo que históricamente se trabaja con las familias. Por parte de los equipos técnicos del Estado se 
establece, precisamente, que la verdad hay que decírsela inmediatamente, de acuerdo a la realidad y a 
las características del niño. Pero por supuesto que se hace un proceso de acompañamiento de esos 
padres y de ese niño 


También se maneja cualquier problema que aparezca respecto a querer conocer a sus padres de origen; no se 
recurre al Juez que da al niño, porque no sabe. Muchos de los temas que enfrentamos en lo cotidiano, de 
adopciones que enfrentan estos problemas, surgen por no haber sido trabajados desde el origen, desde antes 
de concretarse el encuentro de los padres con los niños. Y después sufren los padres y sufren los niños. 
Entonces, si estamos con el interés superior del niño, estemos en todas las etapas. No es un mero trámite: "Te 
doy un niño, llevátelo y después vemos". Acá estamos trabajando, precisamente, adopciones exitosas. Esos 
niños no pueden sufrir nuevos abandonos y nuevos temas que tengan que ver con una situación que ellos no 
originaron y que podemos subsanar, que tiene que ver con la preparación previa de sus papás adoptantes. 


Me parece que no es un tema menor lo que estamos planteando. Quería acompañar la respuesta al señor 
Diputado Orrico diciendo que estamos hablando de preparación desde el inicio de este proceso, que a nivel 
judicial no solo no se da, sino que no se tiene. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Coincido en todo con lo que ha dicho la señora Diputada Argimón. 
Todos queremos que se adopte bien; todos queremos que el proceso sea bueno, que cuando después se 
produzcan algunos problemas sean los técnicos del INAU los que asesoren respecto a todos los 
extremos y dificultades que pueda tener un proceso de este tipo. 


Yo apoyo la modificación propuesta por el señor Diputado Orrico porque no excluye al INAU, ¡para nada! 
¡Al contrario! Le da una trascendencia importante. Lo que hace es dejar la decisión final al Juez. Yo creo que 
aquí no podemos centrar la discusión en que unos quieren que el niño sea bien adoptado y otros que sea mal 
adoptado. ¡No! 

SEÑORA ARGIMÓN.- El cuestionamiento es al INAU. 

SEÑOR BORSARI BRENNA.- Esa es otra discusión. 


(Diálogos) 


Termino la aclaración diciendo que queremos el bien del niño, queremos el seguimiento por parte del 
INAU, que sea este el que aconseje cuál es la familia adecuada, y que el Juez sea, en definitiva, el que decida. 


SEÑOR LORENZO.- Me preocupan básicamente dos o tres aspectos que fueron planteados en 
distintas comparecencias de organizaciones e institutos en esta Comisión. 


En primer lugar, ¿cuál es el centro de gravedad institucional de la adopción? Este proyecto pone al INAU en 
ese lugar y la verdad es que yo, a priori, no estoy tan de acuerdo; creo que debe ser el Juez, sin perjuicio de 
que considero que están bien planteadas las intervenciones del INAU. Creo que hay que buscar un equilibrio 
entre la intervención técnica y la resolución en el ámbito que dé más garantías desde el punto de vista de los 
derechos que se está tratando de preservar; me cuesta decir "bienes jurídicos" porque suena patrimonial. 


En general, creo que la Justicia es un mejor ámbito que el administrativo, más allá de la intervención 
preceptiva de lo administrativo. Creo que el INAU hace una tarea que es encomiable, destacable, pero este es 
un tema muy complejo, muy complicado y todo proceso en esta materia esta no es una resolución 
administrativa de adjudicación de una compra del Estado tiene determinados contextos y situaciones. De 
hecho, voy a aportar elementos a la Comisión, un caso concreto que quiero trabajar sacando los nombres y 
las referencias de un proceso muy mal llevado en el ámbito del INAU, de las listas, etcétera. Seguramente 
acá podemos traer ejemplos muy negativos de adopciones resueltas en el plano judicial, procesos muy 
negativos llevados adelante dentro del INAU y procesos muy negativos apoyados por organizaciones no 
gubernamentales, de manera que si vamos por esos lados seguramente todos tengamos cómo fundamentar 
nuestra posición. Entonces, hay que tratar de buscar un equilibrio partiendo de la base de que no se trata de 
una disputa institucional, sino que el centro de nuestra discusión es que la adopción sea un mecanismo que 
permita estadios o situaciones superadoras de realidades sociales y personales que no queremos que se den. 


Ahora, para situaciones que causan estado, yo quiero al Poder Judicial. Entonces, no me gustan las sentencias 
que parecen formularios a ser llenados por otros. 


En ese sentido, creo que los planteos que hace el señor Diputado Orrico son muy razonables, más allá de que 
pueda adjudicársele a los mismos no sé; eso lo dirá él alguna crítica institucional o no. 


SEÑOR ORRICO.- Yo no cuestiono al INAU aunque, como todos, tengo cuentos de cuestionamientos 
al Instituto. Tampoco defiendo a muerte a los Jueces, porque sé que en esta materia se han cometido 
abusos. Precisamente, por eso es que se hace todo el resto. Estamos discutiendo un artículo solo pero, 
en realidad, las garantías están por otros lados. 


SEÑOR LORENZO.- Otro punto que me preocupa muy profundamente porque quedó claro en la 
Comisión es el que planteó la Asociación de Escribanos que, dicho sea de paso, hizo un aporte 
excepcional por su contenido. Este sistema que se propone en el proyecto, establece, digamos, dos 
simplificaciones. Una de ellas es que todo pasa por el INAU, o sea, que el mundo por fuera del INAU no 
existe habría que considerar si eso es lo más conveniente, porque también hay otras instituciones con 
las cuales, aclaro, no tengo ningún vínculo ni sintonía, más allá de haberlas recibido acá y, la otra, es 
que pasamos a tener un sistema de adopción que no incluye una complejidad de situaciones que han 
sido referidas; pasamos a tener un solo tipo de adopción. 


Acá se pusieron ejemplos de situaciones familiares... Un adoptante no tiene que estar en una lista del INAU 
cuando estamos hablando de la familia; el tío... ¡Ojo con esto!, porque entonces pasamos a un sistema 
burocrático, cuasi napoleónico... 


(Diálogos) 


Perdón, permítanme hacer mi proceso de evaluación de todo esto. 


Me parece que hay que revisar seriamente si no conviene que haya otro tipo de adopciones como existen hoy 
para contemplar esas otras situaciones y, desde ese punto de vista, una cosa no tiene que ver con la otra: 
considerarlo no necesariamente implica dejar de lado este sistema centrado en el INAU que plantea este 
proyecto de ley. 


Me parece que las grandes discusiones van por ese lado y, después, se verá el tema instrumental, 
procedimental, en el marco del cual todos nos vamos a querer asegurar de que no pasen cosas en el mismo 
sentido, porque todos buscamos un objetivo común, más allá de que hay algunas concepciones que hacen que 
unos tengamos tendencia a que en algunos casos la cosa sea un poco más abierta y, quizás, otros, a que sea un 
poco más cerrada en el ámbito estatal administrativo, especializado pero con un esquema de unicato que hoy 
no funciona en la sociedad. Entonces, en ese sentido, vamos a no tener regresiones, lo que no implica dejar 
de lado la intervención necesaria del INAU como el órgano especializado del Estado, pero no la decisoria. 


Estas son las cosas que me han quedado de todo el intercambio que hemos tenido con instituciones que han 
venido y me parece que hacemos bien en trabajar este tema en profundidad 


Tratemos de buscar un equilibrio a la hora de abordar los temas a la hora de la discusión. 


También hagamos algo: no asumamos posturas de cuestionamiento cuando alguien hace una intervención. Yo 
no estoy cuestionando al INAU, por ejemplo, pero sí tengo elementos críticos, así como también los tengo 
para los Jueces y para Organizaciones No Gubernamentales, no por lo que hacen sino porque, en definitiva, 
están generando un sistema paralelo que, dicho sea de paso, da muy buenos resultados en la mayoría de los 
casos, inclusive, con tasas de receptividad y de buenas condiciones de desarrollo que no se dan en otros 
sistemas. 


Por ese lado va mi primera reflexión. Después, cuando entremos en el articulado, habrá que armonizar estas 
cosas, pero primero vamos a despejar los temas conceptuales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En cuanto a encomendar como se plantea a un organismo administrativo 
ejecutar una sentencia, no me alcanzaría el día para repetir acá la cantidad de ejemplos que existen en 
el derecho uruguayo y ni qué hablar de lo que sucede en materia de derecho comparado en que se me 
puede ocurrir cualquier ejemplo. Por ende, en este caso, lamento no estar de acuerdo con el señor 
Diputado Orrico. Estoy absolutamente convencido de lo que estoy señalando. 


¿Cuál es el planteo contrario? ¿Qué ocurre en otro caso? 


En primer lugar, señalar que un Juez tiene que fundar una sentencia, bueno, es obvio; no hay forma de apelar 
algo que no esté especialmente fundado. Es verdad que, lamentablemente, en algunas materias, existe una 
pésima práctica judicial pésima de no fundar, con frases tales como: "Con el señor Fiscal, archívese". Esto, 
lamentablemente, existe. Sin embargo, es obvio es una cuestión elemental, que no puede existir ninguna 
sentencia, ninguna resolución judicial salvo la de mero trámite que no esté especialmente fundada. Ahora, el 
Juez, ¿en qué se va a fundar? ¿Se va a fundar en los asesoramientos que reciba o en su conocimiento del 
tema? Esto es según la concepción del Juez buen padre de familia, que todo lo sabe, que es el buen padre de 
los niños y niñas. Y volvemos a la situación irregular en el sentido más estricto del término, porque en 
realidad todos sabemos que con excepción del INAU, al que hace años, por lo menos desde 1985, no se le 
apela absolutamente ninguna resolución que haya tomado con relación a la inserción de niños en una familia 
como mínimo, estamos hablando de una hipótesis o se está planteando un caso que en la realidad no se ha 
verificado. Y, ¿por qué se señala determinar que pueda ser alguien que esté acusado, procesado, etcétera? 
Obviamente, en primer lugar se distinguen los casos en los que el Juez podrá ahí sí efectivamente tiene un 
campo de discrecionalidad de los casos en los que el Juez deberá. ¿Por qué? Precisamente, porque lo 
contrario es decirle: "Cuando usted tenga motivos fundados". ¿Cuáles? ¿Morales? ¿Cuál moral? ¿La del Juez 
o la de la Jueza? ¿Cuál? Volvemos a la situación irregular. Típico; de libro. Un planteo típico de la situación 
irregular. Pre Convención. Porque, ¿en base a qué lo va a fundar? ¿Cuáles son los fundamentos? ¿Cuál es el 
asesoramiento del Juez? ¿Cuál? 


Por ende, acá se está planteando notoriamente que la ejecución de una sentencia tiene que darse en el único 
organismo especializado que tiene el Uruguay en la materia. Si hubiere otro, no habría problema. Si el Poder 
Judicial tuviera un organismo especializado, no habría problema. 


También creo que estamos discutiendo otro tema y sigo insistiendo en que hay una rémora notoria, cada vez 
más influyente en mi opinión, de la idea del Juez buen padre de familia, que todo lo puede, que todo lo sabe 
y, por ende, que todo lo decide, lógicamente. Si tengo la opinión en contra de un perito, del mejor que se les 
ocurra, en el tema que sea, no importa. La capacidad decisoria del Magistrado, casi que por imposición 
divina, está por encima de todos los demás saberes. Objetivamente, creo que este no es un buen camino, y no 
solo en este caso. 


Reconozco que esta es una discusión muy profunda, muy de fondo, que se está ejemplificando en esta 
situación y en la que, por supuesto, válidamente podemos tener opiniones diferentes. Sin embargo, no 
encuentro otra solución más que la de que la ejecución en este aspecto vinculado a la resolución judicial la 
lleve adelante el INAUÚ. El problema es el siguiente: si no es al INAU, ¿a quién le daremos la potestad de 
resolución si quitamos esto? Si no es el INAU, ¿a quién será? Esa es la gran pregunta. Algunos dirán que el 
Juez se asesorará con Organizaciones No Gubernamentales que se dedican a esto. Está bien; es una opción; 
supongo que es la que se está proponiendo. ¿¿Con quién se asesorará? ¿Con los equipos técnicos del Poder 
Judicial? ¿Cuál es la capacitación de los equipos técnicos del Poder Judicial en esta materia? 


Esta no es una solución caprichosa ni antojadiza. Es una solución que surge luego de haber analizado estos 
aspectos. Creo que en esto efectivamente hay, como se señaló, un centro. 


El otro tema que plantea el señor Diputado Lorenzo también es central. 


En primer lugar, si existieran parientes del niño, niña o adolescente, el proyecto prevé expresamente que no 
se procede al mecanismo de la adopción. En esos casos, si además existiera una relación afectiva, si hubiera 
un centro de vida, la persona no sería adoptable es horrible la palabra, pero no encuentro otra sino que se 
mantendría en convivencia con la familia que tuviera, independientemente de que no fueran su padre o su 
madre. 


En segundo lugar, el proyecto prevé una solución en mi opinión muy buena aunque habrá que ver cómo 
funciona en la práctica; ha dado extraordinarios resultados en otros países que tiene que ver con los hogares 
de cuidado. Muchos sabemos en qué consiste esta solución. Se trata de familias que son capaces de 
incorporar en su propia vida y en su propia casa a un niño, a una niña, a un adolescente o, eventualmente, a 
un adulto, sin que se produzca el mecanismo de la adopción. Podríamos decir que esto pretende ser un avance 
de un sistema que en su momento funcionó bien en el Uruguay pero que a mi entender hoy necesariamente 


debemos que revisar, que es el de las cuidadoras. De algún mondo, pretende seguir en esa línea pero con un 
concepto más moderno. 


Por ende, creo que absolutamente todo en esta materia es discutible. En mi opinión, luego de despejar las 
situaciones y de mucho pensar, no encuentro otra solución que dé respuesta real a la situación que tenemos 
planteada en esta materia, que no sea la de encomendar directamente la ejecución al INAUÚ. 


Quizás podríamos revisar las razones por las que el Juez podría separarse. En lo personal, en lo único que no 
estoy de acuerdo es en señalar simplemente que el Juez podrá apartarse. No lo digo porque desconfíe de 
ningún Juez o Jueza de esta República sino porque sé que, al margen del INAU, en este país no existe nadie 
que válidamente pueda asesorar a ese Magistrado o a esa Magistrada, salvo que se me demuestre lo contrario. 
Quizás, en el rumbo de esta discusión, surja quiénes van a poder hacer esa tarea. Si lo que se señala es que 
simplemente se deje librada al olfato, al conocimiento de la vida que tenga un Juez o una Jueza, francamente, 
no me parece una solución correcta. En mi opinión, de esta forma no se soluciona el problema que tenemos a 
estudio. 


Estoy de acuerdo con que nos hemos concentrado mucho en este punto pero, por lo que he escuchado hasta 
ahora, me parece que puede ser el centro del debate en esta materia. Después, hay aspectos procesales que se 
intentan solucionar tomando muchas de las propuestas planteadas, fundamentalmente, por la Cátedra de 
Derecho Civil, por las Salas 1 y 4 de la Universidad de la República. 


Por lo tanto, concuerdo con lo señalado por los señores Diputados Lorenzo y Ortuño en cuanto a que 
probablemente este sea el centro neurálgico de la discusión del proyecto. 


SEÑOR ORRICO.- En primer lugar, quiero aclarar que el INAU no ejecuta. El INAU falla, sentencia, 
dice quién va a ser el adoptante. Eso no es ejecutar. Ejecutar es otra cosa. 


Por otra parte, hace dos domingos declaré en el diario "El País" que el Estado debía hacer valer su instituto 
especializado, que es el INAUÚ. Así que acá no está en discusión el INAUÚ. Digo esto aun cuando tanto del 
INAU como de los Jueces en general tengo muy buena opinión de ambos institutos conozco cuentos terribles: 
desde un Juez que cuando nacía un chiquilín en el Pereira Rossell ya lo daba en adopción hasta cosas 
terribles del INAUÚ. Es decir que tengo cuentos de ambos lados. Sin embargo, esto no significa que tenga 
mala opinión de ellos. Tengo buena opinión de los Jueces y buena opinión del INAU como instituto 
especializado. 


Además, no se debe menoscabar lo que digo. Yo no creo en el buen padre de familia ni en las teorías del 
Código de la Niñez del año 1934. No creo en eso. Por algo trabajé tanto durante dos Legislaturas seguidas 
para que se sancionara el Código de la Niñez y la Adolescencia. 


Ahora bien. El INAU no es infalible y los elementos técnicos, tampoco. Cuando crié a mis hijos, la idea era 
que no había que ponerles límites porque debían desarrollarse. Hoy, todos sabemos que se habla de otra cosa. 
De manera que las escuelas existen, sobre todo, en materia psicológica y demás. Esto no es como la física. Si 
yo dejo caer algo, siempre se va a caer, porque las leyes físicas se dan en el ciento por ciento de los casos 
mientras que en otras áreas se puede hablar de tendencias. Por lo tanto, no creo que en este caso sea infalible. 


Independientemente de esto, si decimos que necesariamente todo el proceso lo hace el INAU, que tiene que 
informar al Juez y que este no se puede apartar si no lo hace fundadamente y explicitando sus razones, la 
situación es la misma que se da en cualquier peritaje que se haga en el Poder Judicial. En materia penal, 
cuando el Juez recibe un informe del Instituto Técnico Forense, se puede oponer a él, sí, por razones 
fundadas. ¿Cuáles pueden ser las razones fundadas? Por ejemplo, que alguien pidió un informe de la Cátedra 
de Psiquiatría Infantil, que dice que no. Entonces, se pueden poner ejemplos en este sentido. 


Además, no importa si alguna vez se hizo o no. Lo que importa es que la iniciativa se debe aprobar bien 
porque todos los elementos anteriores que existen, que dan al INAU una trascendencia que hasta ahora no 
tenía, son correctos. El problema es quién toma la decisión final que, nada menos, es una sentencia que causa 
estado. 


Entonces, la decisión final la debe tomar un Juez, no porque tenga buen olfato y sea buen padre de familia 
sino porque tiene un informe de un instituto especializado llamado INAU, que le dice lo que tiene que hacer. 
Y si se quiere dar vuelta con eso, no lo puede hacer así nomás; debe fundarlo explícitamente. 


Me parece que esto es algo tan claro que, honestamente, me sorprende todo el viento que ocasionó. Yo no 
digo que los Jueces son buenos padres de familia, que tenemos el principio de la tutoría y demás, porque no 
creo en esas cosas. Sí digo que lo que no puede pasar es que un órgano administrativo sentencie; la sentencia 
no puede estar a cargo de un órgano administrativo. Y si el Juez lo único que hace es dar lugar a la adopción, 
pero no dice quiénes son, puede haber cinco, seis, siete o no sé cuántos interesados. Además, nada excluye 
que haya un proceso que esté viciado por lo que fuera y, precisamente, la garantía es el Juez y la Jueza. Esas 
son las garantías que después se apelan. 


Me parece que lo que estoy diciendo no se contradice con nada de lo que aquí se dijo. Simplemente, lo que se 
establece es que se debe tener en cuenta ese informe, y si se va a ir de ese informe, me tienen que decir 
exactamente quiénes son. Después, eso es apelable. No es fácil. 


Yo no hablé en ningún momento de asesoramiento de ONG, porque en estas cosas tampoco creo en las 
instituciones no oficiales. No es que yo considere a priori que la ONG, por ser tal, no sirve para nada o 
viceversa; simplemente, esto es como el que tiene el título de médico y quien no lo tiene. Capaz que el que 
no lo tiene, posee una habilidad específica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Orrico señala "el Juez fundadamente". El término 
"fundadamente" puede incluir muchos motivos. Uno de ellos es decir: '"Los elementos en los que se 
basó la resolución, la propuesta que me viene del ILAYA, técnicamente no es correcta". ¿Quién le va a 
decir eso al Juez? ¿Cuál es el organismo asesor que va a tener? El término "fundadamente" puede 
también abarcar esto. 


SEÑOR ORRICO.- Normalmente, se pone "por resolución fundada" y no se pone qué. Habitualmente, 
ese es el problema de la resolución fundada. En este caso, como estoy proponiendo no es que yo esté 
enamorado de lo que propongo, tiene que decir "fundadamente con respecto al informe del INAU". No 
es, por ejemplo, "por mejor interés del niño y del adolescente, decido tal cosa". Eso no lo puedo hacer, 
porque se debe tener en cuenta el informe del INAU. Ahora, ¿cuáles son los institutos? Todos los 
institutos del Estado que también existen, que no forman parte del INAU y que pueden llegar a opinar. 
Me refiero a los psiquiatras, a los médicos, a las asistentes sociales; no sé a cuántos. Normalmente, no 
va a pasar esto. Ahora, si un Juez, o una Jueza, tiene duda en cuanto al procedimiento que se hizo en el 
INAU y en cuanto a la idoneidad técnica de quien hizo elaboró el informe, ¿puede o no ir a la Cátedra 
de Psiquiatría Infantil o a la Cátedra que sea a preguntar qué pasa? Se me ocurrió la Cátedra de 
Psiquiatría Infantil porque tengo amigos ahí, pero puede ser la que ustedes quieran. ¿Puede ir o no en 
estas condiciones? Acá no se va a ningún lado. Acá simplemente el Juez dice: "Doy lugar a la 
adopción", pero es una sentencia en blanco. En realidad, lo que se decide es: "Hay lugar a la 
adopción". 


Trato de hacer entender que mi problema no es político; es técnico. Creo que el centro de todo esto tiene que 
ser el INAU. Estoy de acuerdo con que el centro de todo esto tenga que ser el INAU, pero debe haber una 
salvaguarda en determinados aspectos que pueden pasar y que efectivamente han pasado en la historia, 
porque por algo los abogados privados alguna vez hemos tenido que actuar en estas cosas. Alguno le erró; le 
erró por ignorante o por lo que fuere. 


Vuelvo a mi planteamiento original. Yo declaré a la prensa: "El INAU tiene que ser el centro de esto". El 
INAU tiene que ser como el Instituto Técnico Forense, que dice al Juez: "Este señor es imputable". Entonces, 
el Juez actúa en consecuencia. ¿¿Alguien conoce algún caso en que el Instituto Técnico Forense le haya dicho 
a un Juez: "Este señor es imputable" y el Juez haya dicho: "No es imputable"? Yo no conozco ninguno. 


(Interrupción del señor Presidente) 


Por supuesto que puede haberlo, pero no en eso. 


Para apartarse, en este caso, tiene que decirle al informe del INAU: "Esto no es correcto por esto, por esto y 
por esto". Esa es la diferencia entre decir genéricamente "por razones fundadas" y establecer cuál debe ser el 
fundamento. Capaz que debemos cambiar la redacción y decir que el fundamento debe referirse 
concretamente al informe del INAUÚ. Yo no me niego a nada de eso; lo que digo es que hay que tener cuidado 
con una sentencia en blanco que deja en manos de un órgano administrativo la resolución de quién va a ser la 
familia adoptante. Y eso para mí es una sentencia y no una ejecución. 


Salvaguardando totalmente que el Estado no el INAU tiene que ser una figura central independientemente de 
esto, tengo desconfianza institucional porque los grandes negocios de venta de niños en el mundo son a 
través de ONG; por más que defiendo algunas en concreto, creo que hay un serio y grave problema, debemos 
dar un justo equilibrio a esto. No estoy en contra de que el INAU sea una figura central, sino que en un 
Estado como el nuestro no puede haber una sentencia a cargo de un órgano administrativo. Para mí es una 
sentencia y no una ejecución. La ejecución es: "La familia adoptante es esta, proceda el INAU". Eso es la 
ejecución. Lo otro es una sentencia, porque en una pluralidad de opciones el órgano administrativo es el que 
decide. 


SEÑOR CHA.- La última intervención del señor Diputado Orrico ha dado un contenido esperanzador 
a esta reunión. Había una trayectoria de colisión; ahora, hemos variado el rumbo y la trayectoria es de 
intersección. Para eso sirven las discusiones; son muy ricos los debates. 


Voy a utilizar la referencia del centro de gravedad que mencionaba uno de los señores Diputados 
preopinantes con respecto al papel del INAU en este proceso, precisamente, para validar y fundamentar en 
favor de lo que venía siendo una posición que tenía al INAU como factor determinante en la decisión de la 
adopción, estableciendo una sentencia o un fallo que, a mi juicio, debe ser no solo indicativo, sino cuasi 
definitorio en lo que tiene que ver con la decisión a tomar. Hemos invertido durante casi veinticinco años en 
que el INAU juegue ese papel de centro de gravedad; el Estado así lo ha decidido. Hemos resuelto durante 
todo este tiempo que ese proceso de acumulación lo haya erigido como el instituto que tiene la idoneidad, la 
capacitación y la acumulación teórico y fáctica como para generar la mejor confianza en la decisión con 
respecto a esta temática. Me afilio, precisamente, a la teoría de la coherencia y la sistematicidad en lo que 
tiene que ver con el ordenamiento de esto. Si este es el factor determinante, también debería serlo al 
momento de establecer la decisión. Este ha sido un proceso de acumulación y el Estado ha puesto la carga y 
la confianza para tomar esta decisión y para estudiar más profundamente esta temática, por lo que debe ser el 
factor determinante. Es lógico que así sea al momento de definir. A mi juicio, eso no quiere decir, en caso de 
hacerse una redacción como decía el señor Diputado Orrico que pueda contemplar, entrar en una colisión de 
Poderes y dejar al Juez "pintado", o sea menoscabado totalmente en su capacidad de definir en este tema. 


Creo que el Juez, en alguna medida, debe ser un agente que no solo homologue, sino que participe de la idea 
sobre una fuerte indicación, sobre una cuasi definición del INAU en este sentido para resolver el cúmulo de 
autoridades que da el proceso de adopción. Me consta que el papel del INAU en ese plano debe ser 
claramente prevalente, ya que el Estado ha puesto allí toda su acumulación y carga. No es un problema que 
signifique una suerte de unicidad o unicato, sino que el Estado tiene un instituto, como tienen muchas otras 
disciplinas no va a tener dos o tres, tiene un lugar donde acumula, donde especializa, desde su Cuerpo y su 
disposición orgánica. Luego, la sociedad controlará, estará atenta, mostrará los caminos, innovará en la 
materia si es necesario hacerlo y proveerá otro tipo de experiencias a través de ONG o de otro tipo de 
organizaciones. En esto el Juez tiene un papel: salvaguardar y resolver con las autoridades del proceso. No 
me cabe duda de que la decisión del INAU debe ser absolutamente determinante y prevalente. Si hay una 
cuestión técnica que, obviamente, excede mis pobrísimos y humildes conocimientos deberíamos procurar 
resolverla proponiendo una redacción que cubra ese tipo de detalle. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Quisiera hacer una consulta con respecto a la redacción propuesta por el señor 
Diputado Orrico para modificar el artículo 133. 


Reconozco que la palabra que me provoca rechazo es "seleccionando", porque el artículo dice que el Juez 
deberá dictar su fallo seleccionando la familia. Digo esto porque, en realidad, el Juez no es quien selecciona a 
la familia. El artículo propuesto por el señor Diputado Orrico dice: "Al dictar su fallo seleccionando a la 
familia adoptiva (...)". Es más, siguiendo el razonamiento del Diputado Orrico y el de todos los compañeros, 


en la práctica, quien seleccionó a la familia fue el INAÚ. Entonces, lo que hace el Juez es confirmar esa 
selección o apartarse de ella, exponiendo sus fundamentos, tal como dice el artículo. 


SEÑOR ORRICO.- El artículo dice: "Al dictar su fallo seleccionando la familia adoptiva, el Juez de la 
causa bajo su más severa responsabilidad funcional deberá tener en cuenta el informe elaborado por el 
Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay," acá viene el lío "y solamente podrá apartarse de él por 


motivos fundados explicitados en la sentencia", y podemos agregar: "en los que se determinará el por 
qué del apartamiento". 


SEÑOR ORTUÑO.- Creo que debemos trabajar sobre la propuesta del Presidente de la Comisión. 
SEÑOR ORRICO.- Disculpen, pero la propuesta del Presidente me gusta menos aún. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que se cursó esta propuesta para tratarla en el día de hoy. 


SEÑOR ORRICO.- Y es lo que estamos haciendo, pero no tenemos por qué aprobar el proyecto en esta 
sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En función de la hora es obvio que no podremos aprobarlo en el día de hoy. 


SEÑOR ORTUÑO.- Solicito un intermedio de diez minutos y que se prorrogue la hora de finalización 
de la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

Se pasa a intermedio. 

—Continúa la sesión. 

—Se propone comenzar la votación del proyecto de ley, teniendo en cuenta las modificaciones planteadas. 
Hay una serie de sustitutivos y aditivos presentados a la iniciativa original que como dijéramos ya fueron 
repartidos en la sesión del miércoles pasado, por lo que están en conocimiento de los miembros de la 
Comisión. 


Sugiero que votemos en bloque los artículos para los que no se han presentado sustitutivos y aditivos, y que 
desglosemos el resto. 


(Apoyados) 
SEÑOR ORRICO.- Estoy de acuerdo con ese criterio. 


Voy a votar estrictamente por razones de disciplina partidaria. Si hay más de un informe, firmaré el que se 
presente en mayoría, con salvedades que expondré en Sala, donde lo lamento por ustedes volverán a escuchar 
todo lo que dije en la mañana de hoy. 


Simplemente quería dejar constancia de esto. 


SEÑOR ORTUÑO.- Creo que tendríamos que desglosar aquellos artículos para los que miembros de la 
Comisión han presentado propuestas alternativas concretas. Si no, prácticamente deberíamos 
desglosar todo el proyecto. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería, entonces, votar los artículos 1% y 2”, y desglosar el 
artículo 3". 


(Diálogos) 


—También desglosamos el artículo 4”, en función de adecuar o mantener la referencia a los artículos 132 y 
132 bis. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los artículos 1* y 2. 
(Se vota) 


—Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR LORENZO.- Cabe la posibilidad de que se presente un informe en mayoría, que algunos 
firmemos con salvedades, o dos informes. Personalmente, creo que deberíamos dar lugar a que se 
presentara un informe en minoría, porque este mecanismo de votación que estamos adoptando, que 
marca la unanimidad en los dos primeros artículos, no implica que tengamos que acompañar un único 
informe, estableciendo nuestras salvedades. 


(Diálogos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 3”. 


Este artículo, tal como viene del Senado, establece: "Sustitúyense los artículos 132 a 160 de la Ley 
N? 17.823, de 7 de setiembre de 2004 (Código de la Niñez y la Adolescencia), parágrafos III al final del 
Capítulo XI, por los siguientes:", y luego aparece todo el desarrollo que corresponde. 


En principio se propone modificar en el artículo 132 del Código el nomen juris "Desvinculación familiar" por 
"Medidas provisionales", donde básicamente están tomados parte de los aportes realizados. 


SEÑOR ORRICO.- ¿No se va a explicitar que el Juez de Familia de competencia y urgencia tenga que 
saber el domicilio del menor? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso está expresamente planteado en la propuesta realizada. 


Se propone que el artículo quede redactado de la siguiente manera: Artículo 132 (Medidas provisionales): "El 
progenitor u otra persona, familiar o no que, estando a cargo de un niño o niña, decida no continuar con su 
cuidado, deberá comunicarlo previamente al Juez con competencia de urgencia en materia de Familia, de la 
residencia habitual del niño, niña o adolescente o al Instituto del Niño y del Adolescente del Uruguay y en su 
caso al servicio hospitalario donde se encuentre el niño o niña". Esto recoge básicamente una de las 
observaciones que realizó la Cátedra de Derecho Civil en cuanto a fijar con claridad el término de la 
competencia. 


El segundo inciso dice: "Quienes reciban un niño o niña de personas que no hayan dado cumplimiento a la 
comunicación prevista en el inciso precedente y quienes tuvieran noticia de ello en el ejercicio de su cargo, 
empleo, profesión, o en razón de la Institución en la que participan, deberán ponerlo de inmediato en 
conocimiento del Instituto del Niño y del Adolescente del Uruguay y del Juez de Familia con competencia de 
Urgencia". Hasta acá, este inciso mantiene la redacción que vino del Senado. Continúa: "Si tuviera noticia del 
hecho el servicio hospitalario, lo comunicará de inmediato al Juez referido" se agrega esa palabra "y al 
Instituto del Niño y del Adolescente del Uruguay. Si la noticia fuera recibida por el Juez, este lo comunicará 
de inmediato al Instituto del Niño y del Adolescente del Uruguay a los efectos previstos en el 

inciso siguiente.- El Instituto del Niño y del Adolescente del Uruguay tomará las medidas de atención 
inmediatas y comunicará la situación al Juez, quien dispondrá en forma urgente las medidas de protección 
que correspondan, solicitando informe psicológico y social respecto a las posibilidades de mantener el niño o 


niña" hay que agregar "o adolescente"- "en su familia de origen. En caso afirmativo, ordenará las medidas de 
apoyo familiar que se requieran para asegurar la permanencia de este vínculo filial". Luego se propone una 
modificación que dice así: "El procedimiento para la adopción de las medidas provisionales será, en lo 
pertinente, el establecido en los artículos 311 y siguientes del Código General del Proceso". Esta propuesta 
fue realizada por el Instituto de Derecho Civil a los efectos de clarificar el procedimiento a seguir. 


Estas son las propuestas de modificación que tenemos hasta el momento. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

—Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Hay un cambio en la numeración del articulado del Código y en el orden en que venían algunos de los 
artículos. 


El artículo 133 refiere al tema de la separación definitiva, que en el proyecto original estaba incluido en el 
artículo 132. La Cátedra de Derecho Civil planteó separar este procedimiento y dejarlo en un artículo 
independiente en función de que tiene una especificidad tal como para no ser simplemente un inciso más del 
artículo anterior. 


SEÑOR LORENZO.- En la redacción del inciso cuarto que vino del Senado aparece la expresión "de 
resultar imposible". La Cátedra de Derecho Civil propone la expresión "de resultar inconveniente". 
Quisiera saber por qué se opta por mantener la anterior, porque lo de "imposible" es muy fuerte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, partimos de la base de no modificar en lo esencial lo que es parte 
fundamental de los principios sobre los cuales está estructurado el Código, que es el mantenimiento del 
niño, niña o adolescente en su familia de origen salvo que hubiera una situación que no hiciera posible 
que esto continuara así. Es una discusión terminológica, pero no es un problema exclusivamente de 
conveniencia para el niño, niña o adolescente ni para la familia biológica. Por eso se mantenía esta 
redacción. 


SEÑOR LORENZO.- Comparto la redacción que se está dando; que se agoten todas las posibilidades 
de la permanencia en la familia de origen, pero es verdad que a veces estaríamos constriñendo la 
posibilidad de valorar alternativas que puedan resultar mejores. Es un tema valorativo, de criterios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No solo está previendo la integración en otra familia, sino otras posibilidades. 


Vamos a leer todo el artículo y luego analizamos lo que dice el señor Diputado Lorenzo en conjunto. 


"Artículo 133 (Separación definitiva) De no resultar posible" ya vimos la discusión que puede generar esa 
expresión "mantener al niño, niña o adolescente en su familia de origen, el juez con competencia en materia 
de Familia hará lugar a su separación de la misma y dispondrá otras formas de inserción familiar, procurando 
evitar la institucionalización y prefiriendo aquellos hogares que le permitan salvaguardar sus vínculos 
afectivos. A tales efectos podrá disponer, entre otros, la tenencia por integrantes de la familia ampliada, de 
terceros (artículo 36), la inserción en hogares de acogida, la inserción en una familia para su adopción 
seleccionada por los equipos competentes del INAU y finalmente la integración a un hogar institucional que 
ofrezca garantías para su adecuado desarrollo". 


SEÑOR ORRICO.- Sin ánimo de polemizar, son todas formas de adopción simple, menos la última. 
(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que se invirtió el orden de las posibilidades que tenía el Juez en 
función de la propuesta de la Cátedra de Derecho Civil que comparto, en el sentido de que la 


integración a un hogar institucional debe ser la última de las opciones, siguiendo la tendencia del 
Código. Creo que es una observación muy acertada, por lo cual se acepta su modificación. 


SEÑOR ORRICO.- Cuando se refiere a una institución, ¿se trata de instituciones oficiales? 
SEÑOR PRESIDENTE.- En mi opinión, notoriamente no. 


SEÑOR ORRICO.- Pueden ser ONG. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El hecho de referirse a hogares institucionales y no utilizar la habitual 
expresión hogares oficiales, hogares del INAU u hogares del Estado, nos está dando idea de lo que se 
plantea. En todo caso, si se entiende conveniente dejarlo aclarado en el texto, podríamos buscar la 
forma de hacerlo. 


SEÑOR ORTUÑO.- Comparto en líneas generales la propuesta que se hace para este artículo de 
"Separación definitiva", pero quisiera hacer una pequeña modificación, atendiendo una preocupación 
que tenemos con relación a los plazos, y poniendo como centro de atención lo mejor para el niño, niña y 
adolescente, en particular los recién nacidos. Queremos abreviar al mínimo el plazo en el que 
permanezcan institucionalizados, acelerando lo más posible el tiempo en el que puedan ser 
incorporados a un núcleo familiar. Entonces, en el artículo se establece: "De no resultar posible 
mantener al niño, niña o adolescente en su familia de origen, el juez con competencia en materia de 
Familia hará lugar a su separación de la misma y dispondrá otras formas de inserción familiar [...]''. El 
temor que tenemos es el tiempo que pueda demorar el Juez de Familia en resolver esta situación, 
durante el cual el niño no estaría habilitado para ser insertado en un nuevo entorno familiar. Si damos 
esta facultad al Juez con competencia de urgencia eso se haría más rápido, sobre todo pensando en los 
niños recién nacidos. Por lo tanto, proponemos la siguiente redacción: "De no resultar posible 
mantener al niño, niña o adolescente en su familia de origen, el juez de Familia con competencia de 
urgencia hará lugar a su separación de la misma y dispondrá otras formas de inserción familiar [...]". 
Digo esto a los efectos de contemplar una preocupación que también fue planteada por otros 
legisladores en sesiones anteriores, con el fin de acortar los plazos para abrir nuevos vínculos en la 
hipótesis de adopción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión la propuesta del señor Diputado Ortuño. 


SEÑOR ORRICO.- El Juez tendría que resolver la inserción en una familia en cuarenta y ocho horas; 
no me parece. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Es para el caso de los recién nacidos, pero me parece que no es para 
establecerlo en este artículo. 


SEÑOR BERNINI.- Si estamos de acuerdo, ¿por qué no explicitamos que es para los recién nacidos? 
SEÑOR LORENZO. Esto es para evitar que se los saquen por el costado a la madre. 
(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE. El señor Diputado Ortuño nos indica que retira la propuesta, que había sido 
presentada por gente del INAUÚ. 


SEÑOR ORTUÑO.- Nos dijeron que los niños quedan muchos meses con su situación sin resolver. 
Pero, si no hay acuerdo, sigamos adelante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todos modos, creo que alguna de las observaciones realizadas amerita 
estudio. 


SEÑOR LORENZO.- Para ser coherentes con el sistema, se puede establecer una consulta rápida. 
SEÑOR PRESIDENTE.- De hecho, la hacen. 


(Diálogos) 


Se va a votar el artículo 133 con las modificaciones planteadas en primer término. 


(Se vota) 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión la propuesta para el artículo 133.1. 


Lo que se propone es tomar tal cual el artículo 133.1 (Procedimiento y competencia de la Separación 
Definitiva), que presentó el Instituto de Derecho Civil. Dice así: "Para determinar si corresponde decretar la 
separación definitiva del niño, niña o adolescente de su familia de origen y su inserción en una familia 
alternativa con fines de adopción, se seguirá el proceso extraordinario regulado por el Código General del 
Proceso, debiendo en todos los casos designar defensor o curador si correspondiere y escuchar al niño, niña o 
adolescente, a sus progenitores y a las personas que hasta la fecha se han encargado de su cuidado, así como 
si fuera posible a otros integrantes de su familia hasta el tercer grado de consanguinidad.- Será competente el 
Juez Letrado de Familia o el Juez Letrado con competencia en materia de familia correspondiente a la 
residencia del niño, niña o adolescente.- En este mismo proceso se cumplirá con lo previsto en los 

artículos 142 y 150 de este Código (Preservación de vínculos personales y afectivos con la familia de origen 
y visitas con la familia de origen).- La sentencia que acoja la separación definitiva de la familia de origen, 
dispondrá la pérdida de la patria potestad si el niño, niña o adolescentes se encontrara sujeto a la misma.- Los 
edictos que deban publicarse a fin de efectuar los emplazamientos que correspondieren serán gratuitos en el 
Diario Oficial". Está planteado el tema del procedimiento y da una solución al problema que ya habíamos 
analizado de qué ocurría con la eventual pérdida o no de la patria potestad. Por lo tanto, estaríamos 
proponiendo adoptar ese artículo tal y como nos fuera planteado por la Cátedra de Derecho Civil. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Ahora viene el punto central de la discordia. 


En discusión la propuesta para el artículo 133.2 (Integración familiar de niños, niñas o adolescentes en 
tenencia o guarda con fines de adopción). 


La propuesta dice así: "Podrá procederse a la integración familiar de un niño o niña con fines de adopción 
cuando, en el marco del proceso previsto en el artículo 132 de este Código, el Juez competente entendiere 
que se encuentra acreditada su condición de adoptabilidad, fundándose en que se ha producido la ruptura o 
grave deterioro de los vínculos afectivos con sus progenitores y otros miembros de la familia de origen que 
eventualmente hubieran podido encargarse de su cuidado, los riesgos a que se exponga su salud física o 
mental, la vulneración de sus derechos y la posibilidad de lograr el establecimiento de nuevos vínculos 
afectivos adecuados a su situación, logrando su protección integral.- En dichos casos... 


SEÑOR ORRICO.- "En estos casos", es más correcto. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo. 

Quedaría así: En estos casos se encargará preceptivamente el cumplimiento de la resolución judicial de 
inserción adoptiva de un niño, niña o adolescente al INAU, a través del equipo técnico de adopciones 


previsto en el artículo 158 de este Código, quien deberá dar estricto cumplimiento al literal D de la 
mencionada disposición.- El equipo técnico deberá mencionar al Tribunal todas sus actuaciones, detallando el 


proceso de decisión y los fundamentos de su resolución, así como toda circunstancia superviniente hasta la 
sentencia definitiva que disponga la adopción. (...)". 


SEÑORA ARGIMÓN.- Esta redacción es medio entreverada, por no decir muy entreverada, y me 
parece que puede haber alguna situación que nosotros no contemplemos que pueda ser jorobada en el 
proceso. Entonces, constreñir la decisión del Juez miren lo que voy a decir; ustedes ya saben cuál es mi 
posición al respecto solo y exclusivamente a estas dos cosas, no me parece conveniente. Me parece que 
hay que constreñirla, sin lugar a dudas, pero esta redacción no me parece la más acertada. 


SEÑOR LORENZO.- Comparto lo que dice la señora Diputada Argimón. Más que ante una 
sugerencia, estaríamos ante una propuesta del INAU y, en función de eso precisamente, la fórmula 
debería ser un poco más abierta. 


SEÑOR BERNINI.- Creo que venimos trabajando a un buen ritmo, pero llegamos, precisamente, al 
meollo de la situación 


Teniendo en cuenta la hora que es tengo compromisos agendados y en función de que es un tema 
extremadamente complejo, si bien es saludable que se haya acordado en cuanto al marco conceptual, creo 
que se hace necesario detenernos a la hora de analizar la redacción de este inciso. Por lo tanto, planteo parar 
acá, levantar la sesión y encontrar la mejor redacción posible, preservando el espíritu y el concepto que 
encierra este párrafo. Ese es el fundamento de mi pedido lo que implica se logre un acercamiento para buscar 
una redacción adecuada. 


SEÑOR ORTUÑO.- Comparto lo que ha planteado el Diputado Bernini, sobre todo en función de lo 
que exponía la señora Diputada Argimón sobre este tema. Ahora bien, yo propondría desglosar este 
punto, que es el complicado, y aprobar el resto del articulado en el que advierto que los integrantes de 
la oposición coinciden con esto no habría modificaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si adoptáramos ese criterio, nos quedarían dos artículos para aprobar luego. 
Uno es el que estamos considerando, el artículo 133.2. El otro en el que en principio hay planteadas 
modificaciones, es el artículo 133 bis. En los demás artículos no habría cambios. 


El artículo 134, "Procedimiento", ya fue modificado por el artículo 133.1 tal como había sido propuesto por 
la Cátedra de Derecho Civil. 


(Interrupciones) 


—+Entonces, tendríamos para aprobar las siguientes normas del proyecto que viene del Senado obviamente, se 
deberá corregir la numeración: artículo 135, "Consentimiento para la adopción"; artículo 136, "Registro 
Único de Adopciones"; artículo 137, "Concepto y definición" de adopción; artículo 138, "Preservación de 
vínculos personales y afectivos con la familia de origen"; artículo 139, "Adopción del hijo del cónyuge o 
concubino"; artículo 140, "Condiciones para la adopción"... 


(Interrupciones) 


SEÑOR ORRICO.- El artículo 138 hace toda una descripción y dice: "Esta condición no restringirá los 
derechos del adoptado en la familia adoptiva; todas las adopciones serán plenas", pero sí en la familia 
originaria. Pierde todos los derechos a nivel de la familia originaria; esa es la cuestión. La persona está 
totalmente vinculada con su familia de origen y cuando, por ejemplo, se muere la abuela no le toca ni 
un mango; termina por fuera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, no; por favor. 


(Interrupciones) 


SEÑOR ORRICO.- Eso es lo que dice acá: que por la adopción plena pasa a formar parte 
integramente de la familia adoptante y pierde todo vínculo con la anterior. 


SEÑOR PRESIDENTE. Disculpe, señor Diputado, vamos a leer el artículo 138. Eso está expresamente 
resuelto. Dice así: "Existiendo uno o más integrantes de la familia de origen (los progenitores, abuelos 
o abuelas, tíos o tías, hermanos o hermanas u otros integrantes de la familia ampliada), con quien el 
adoptado tuviere vínculos altamente significativos y favorables a su desarrollo integral, la adopción 
sólo podrá realizarse si los adoptantes se obligan al respeto y preservación de este vínculo de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 146 de este Código". Esto resuelve a texto expreso la preocupación 
planteada. SEÑOR ORRICO.- Lo que pasa es que el artículo 146 que se menciona solamente refiere al 
régimen de visitas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es obvio. Estamos hablando de una legitimación adoptiva. 


SEÑOR ORRICO.- Bueno, pero yo estoy diciendo que este muchacho, teniendo toda relación con su 
familia de origen, al haber sido adoptado termina perdiendo todos los derechos hereditarios. Pregunto 
si eso es lo que se quiere hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es la legitimación adoptiva... 
SEÑOR ORRICO.- Honestamente, me parece disparatado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero, Diputado Orrico: es el régimen de la legitimación adoptiva. 


SEÑOR ORRICO.- Por eso creo que debería haber un sistema intermedio. Lo que pido es que 
tengamos conciencia de lo que estamos haciendo. 


SEÑOR LORENZO.- Uno de los elementos que se toma en consideración al momento de definir si es 
posible la situación que surgió, que en la familia de origen se dé la adopción, es la receptividad que hay 
en la propia familia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Exacto. 


SEÑOR LORENZO.- Vamos a plantear una hipótesis: abuela de 99 años que no está en condiciones de 
ser adoptante, tío de 55 que sí está en condiciones. Resulta que la abuelita de 99 años, cuando muere, 
deja 30.000 hectáreas en Tacuarembó, 4 casas en Punta del Este y 25 apartamentos en Montevideo. En 
definitiva, alguno de los miembros de la familia de origen podría generar condiciones para que no sea 
posible adoptar a ese niño en función de una situación patrimonial. Al estar nosotros generando un 
sistema que solo permite lo que hoy es legitimación adoptiva... 


SEÑOR PRESIDENTE.- No lo estamos generando. Es el régimen que existe en el Uruguay desde 1940. 
(Diálogos) 


SEÑOR LORENZO.- En el Código de la Niñez y la Adolescencia hay otras regulaciones sobre esa 
especie de eliminación total del vínculo, pero hay que tener cuidado de que, en definitiva, el desarrollo 
moral y afectivo del niño no tenga como consecuencia el corte de un vínculo que le pueda resultar 
beneficioso para el futuro en términos patrimoniales. Y que, además, sea un inhibidor de que la familia 
de origen, por motivos económicos, sea reticente... 


SEÑORA ARGIMÓN.- A ver: sigo con el ejemplo del señor Diputado Lorenzo para sacarnos las dudas 
de la abuelita que tiene tantas cuadras de campo, los inmuebles en Punta del Este, etcétera. El tema 
pasa porque en realidad ese niño, que tiene vínculos familiares y un tío de 50 años que lo puede tener, 
entra en las otras instituciones intermedias. Yo no desvinculo a ese niño de su familia. No va a ser 
legitimado adoptivamente teniendo lazos afectivos personales. Es un tema de nombre. Se sacó la 


adopción simple, pero existen otras alternativas. Es decir, en el caso del chico que tiene vínculos 
afectivos y patrimoniales sólidos, que puede ser de alguna manera acogido por su familia porque esa 
abuelita no podrá hacerse cargo de él pero bien puede pagar una señora que lo cuide, la prioridad es 
que mantenga los vínculos afectivos. Ese niño no va a entrar dentro del esquema de la legitimación 
adoptiva. 


SEÑOR ORRICO.- Me parece razonable desglosar esto, tal como están proponiendo los compañeros, 
pero tratemos de ponernos de acuerdo en una redacción. Lo único que habría que decir es: "sin 
perjuicio de sus derechos hereditarios en la familia de origen" o algo así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo solicito tiempo para analizarlo. 


SEÑOR ORRICO.- Está bien, analicemos. Hagamos su desglose, pero quiero que se tenga en cuenta 
claramente cuál es la decisión, porque ojo que en el interior sobre todo en algunos lugares va a pasar 
que vendrán los hermanos mayores y dirán: '"Tomá US$ 30.000 y adóptalo". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, se propone el desglose del artículo 138. 


Continuamos con los siguientes artículos del Código: artículo 139 
(Adopción del hijo del cónyuge o concubino); artículo 140 (Condiciones para la adopción); artículo 141 


(Prohibiciones); artículo 142 (Procedimiento) no hubo observaciones en este punto; artículo 143 
(Procedencia); artículo 144 (Bienes)... 


SEÑOR ORRICO.- ¿Por qué refiere a la mediación de ciento ochenta días entre sus respectivos 
nacimientos? 


SEÑOR PRESIDENTE.- 


Porque es muy difícil que puedan parecer como hermanos si median menos de ciento ochenta días entre un 
nacimiento y otro. 


SEÑOR ORRICO.- Los dos saben que son adoptados. 

SEÑOR PRESIDENTE.- El problema es la cuestión del estigma social. 

(Interrupciones.- Diálogos) 

—Artículo 145 (Adopción de niños, niñas o adolescentes con capacidad diferente); artículo 146 (Visitas con 
la familia de origen); artículo 147 (Sentencia) acá tampoco había diferencias con lo que planteaba el Instituto; 


artículo 148 (Efectos). Proponemos que se apruebe todo el artículo 3*, que luego incluye los artículos 149 a 
160, con los desgloses propuestos. 


SEÑOR LORENZO.- Propongo que se desglose el artículo 135, pero no porque no esté de acuerdo con 
la regulación sino porque considero que al inciso final habría que darle una redacción alternativa. 


SEÑOR ORRICO.- También propongo el desglose del artículo 160 porque tiene aspectos a corregir. 
Este artículo es el que limita la capacidad del adoptante de ir a buscar sus orígenes. Además, hay un 
problema práctico que no resuelve, que es que los adoptantes deben tener actuación testimoniada de 
todo lo que pasó. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correcto. 


Se va a votar el artículo 3” con el desglose de los artículos 133, 135, 138 y 160 del Código. 


(Se vota) 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En cuanto al artículo 4”, el señor Diputado Lorenzo había planteado, en mi opinión acertadamente, el 
problema de las congruencias. En realidad, ese problema lo vamos a tener con varios artículos en función del 


corrimiento del articulado del Código. 


De todos modos, dado el criterio que hemos seguido, vamos a dejar su discusión y eventual aprobación para 
la próxima sesión. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


